CAUSA Nº 10970 CCALP “LANUSSE ALBERTO ROMULO Y OTROSC/ FISCO DE LA
En la ciudad de La Plata, a los treinta y un  días del mes de Agosto del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “LANUSSE ALBERTO ROMULO Y OTROS C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ PRETENSION INDEMNIZATORIA ”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo n° 1 del Departamento Judicial La Plata (expte. Nº -16161-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Daniel Spacarotel y Gustavo Juan De Santis.


A N T E C E D E N T E S:
1. Contra la sentencia que admite parcialmente la acción contencioso administrativa deducida en la causa (conf. fs. 771/785), se alzan ambas partes e interponen sendos recursos de apelación (fs. 789/799 y 802/807).

2. Sustanciados los recursos (fs. 810/812 y 814/821), remitido el expediente al Tribunal y declaradas admisibles las impugnaciones de los litigantes (conf. resolución de esta Alzada de fs. 846), hallándose en estado de resolver, corresponde plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N:

¿Es fundado el recurso de apelación deducido en autos por los accionantes?, ¿lo es el interpuesto por la representación fiscal?. En su caso, ¿qué pronunciamiento corresponde dictar?

V O T A C I Ó N:

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

I.- Mediante el fallo de primera instancia se decide hacer lugar parcialmente a la pretensión  indemnizatoria deducida por Alberto Rómulo, Alberto María y Eduardo Saturnino Lanusse y Josefina Milagros Lanusse de Durand contra la Provincia de Buenos Aires, condenando a la demandada a pagar la suma resultante de la liquidación a practicarse en la etapa de ejecución de la sentencia, sobre la base del denominado “valor de uso o locativo” del bien inmueble de propiedad de los actores, con más los respectivos intereses y demás pautas de distribución entre los accionantes (conf. fs. 771/785).

Asimismo, se exhorta a los Poderes Ejecutivo y Legislativo de la Provincia para que, en el plazo más breve posible, inicien los trámites correspondientes a la expropiación de todas las tierras inundadas adyacentes a la laguna “Lago Epecuén”, en particular el bien inmueble de los actores, a fin de regularizar la situación de hecho que motiva la presente y evitar, de este modo, que la infraestructura hidráulica constituya una fuente permanente de egresos para el erario provincial (conf. considerando V y punto 2° del resolutorio). 

En cuanto a las costas procesales, declara la inconstitucionalidad de la reforma introducida por la ley 13.101 al artículo 51 del Código Contencioso Administrativo y las impone a la demandada vencida, en virtud de lo establecido por el mismo precepto en la redacción de la ley 12.008 (temática abordada en el considerando VI).

1. Para así decidir, el juez de grado efectúa, en primer término, la reseña de los antecedentes del caso, conforme el relato de la demanda (fs. 24/43) y su contestación por parte de la Fiscalía de Estado (fs. 142/144).

a) Refiere que los accionantes reclaman el resarcimiento de los daños y perjuicios por la inundación de una importante superficie de su establecimiento agropecuario, denominado “Rucalauquen”, producto de las obras realizadas por la Provincia, que al mantener cerradas las compuertas que ha construido en las diversas lagunas, provoca el artificial mantenimiento de un nivel de aguas tal que perjudica a quienes son propietarios ribereños de las mismas.

Indica, conforme los dichos de los demandantes, que la construcción de la Ruta Provincial Nº 85 también ha incidido en el incremento del caudal hídrico, ya que, operando como un terraplén, genera una suerte de canal que a través de la banquina de la Ruta Nº 33 aumenta artificialmente el nivel de la Laguna Del Monte y, por tanto, del resto de las “Lagunas Encadenadas del Oeste”. 

Añade a ello, que mediante Decreto Nº 9320/86, se decidió mantener inundada la zona urbana de Villa Epecuén, para proveer al sistema una capacidad accesoria de regulación de las masas de aguas, en función de lo cual el referido establecimiento agropecuario sufriría la inundación al menos hasta diciembre de 1996, tiempo al que debía agregarse un lapso de cinco años -como mínimo- para lograr la recuperación productiva de la tierra.

Destaca, a continuación, que ese lapso fue establecido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación al hacer lugar a la demanda deducida en autos “Álzaga de Lanusse, María Josefina y otros c/ Bs. As., Prov. de s/daños y perjuicios” (Fallos 311:744; sent. del 12-V-88), obteniendo un nuevo pronunciamiento favorable (sent. de fecha 25-IX-97), una vez transcurrido aquel período. Agrega que, según lo alegado por los actores, dicho cuadro fáctico no se ha modificado, cubriendo las aguas la casi totalidad del campo, razón por la que sostienen que los perjuicios patrimoniales ocasionados continúan más allá de los resarcimientos establecidos por la Corte Federal. 

Relata el a quo, finalmente, lo invocado en torno a la responsabilidad de la Provincia demandada, cuestión sobre la que recaería cosa juzgada producto de las decisiones de la Corte, puntualizando que el objeto del proceso se refiere sólo a la cuantificación de los daños sufridos a partir de la fecha de vencimiento del rubro “daños futuros” (con fecha 25-IX-2002), dispuesto por la última decisión jurisdiccional, dirigiéndose la demanda a establecer el “lucro cesante” operado desde ese momento y hasta el dictado de la sentencia, así como el “daño futuro” por el lapso que los peritos indiquen como necesario para el recupero productivo de las tierras. 

b) A continuación, consigna lo pertinente sobre la defensa de la Fiscalía de Estado, que solicita el rechazo de la acción.

Señala, abundando en los detalles técnicos esgrimidos al respecto, que la inundación del campo de los actores responde a causas estrictamente naturales, no siendo generada por un derrame de cuencas de origen antrópico, por lo que no corresponde imponer a la Provincia los perjuicios que se reclaman, sin que se compruebe una adecuada relación de causalidad, necesaria para hacerla responsable.

Alude, además, al planteo por el cual postula la Fiscalía que el Código Civil impone asumir el riesgo de inundaciones ordinarias o extraordinarias, previsibles o imprevisibles, provocadas por aguas naturales (lluvias, desbordes, etc.), con fundamento en lo normado por los artículos 2634, 2635, 2637, 2647, 3097, 3098, 3100, 3101 y 3103.

Se refiere, por último, a la metodología de cálculo de las indemnizaciones reclamadas por los accionantes.

2. Expuestas las pretensiones de ambas partes, efectúa el iudex las consideraciones que siguen.

a) En primer lugar, define el ámbito de la contienda, que sitúa en la determinación de la responsabilidad de la Provincia por las inundaciones producidas en el establecimiento agropecuario de los accionantes, ubicado en el partido de Adolfo Alsina, a la vera del Lago Epecuén, que integra el sistema lagunar denominado “Lagunas Encadenadas del Oeste”, entre otras especificaciones que  menciona en el considerando primero de la sentencia de grado.

Aclara que no se halla en discusión la existencia de las obras ejecutadas por la Provincia, aunque sí su gravitación en los hechos motivo de litis, razón por la que entiende que corresponde determinar si ese proceder administrativo incidió en las inundaciones o si, por el contrario, tuvieron ellas origen en causas naturales (intensidad de las lluvias).

b) Prosigue luego con el análisis descriptivo de la pericia producida en autos (fs. 565/614 y aclaraciones de fs. 626/649), confrontándola con las argumentaciones esgrimidas por la demandada, para concluir que existe una relación de causalidad directa entre el accionar de la Provincia y el anegamiento del campo en cuestión -punto más bajo del sistema lagunar-, determinado principalmente por la construcción del Canal Ameghino, que permite el ingreso de caudales de la cuenca del Arroyo Vallimanca, y la construcción y operación de diversas obras (canales, terraplenes, diques, compuertas, entre otros) dirigidas a regular tanto el ingreso de las aguas de cuencas foráneas, como las crecidas que se generan en períodos de mayores precipitaciones (“períodos húmedos”). 

Advierte, asimismo, que ello se corresponde con las conclusiones alcanzadas por la Corte Federal en diversas causas en las que se ventiló la responsabilidad de la Provincia por las inundaciones en el partido de Adolfo Alsina (conf. citas efectuadas en el considerando II, in fine, del pronunciamiento impugnado).

c) Sentado ello, estima que la realización de dichas obras, requeridas para el correcto cumplimiento de las funciones estatales atinentes al poder de policía, al resguardo de la vida, la tranquilidad y el bienestar de los habitantes (conf. Fallos 312:2266 y sus citas), asumen la forma de una actividad legítima del Estado, enderezada a generar un beneficio para la comunidad (v., en este sent., lo consignado en el considerando III.1). 

d) Encuadrado el sub lite en el ámbito de la responsabilidad del estado por su actividad lícita, se refiere el a quo a la doctrina del “sacrificio especial” (con cita de doctr. de la CSJN, en los precedentes “Arrupé”, “Establecimientos Americanos Graty”, “Carlos Reisz y Cía. S.R.L.”, “Corporación Inversora Los Pinos”, “Buenos Aires Eximport” y “Revestek”, entre otros, v. considerando III.2, párr. primero). 

A fin de valorar el perjuicio sufrido por quienes accionan, acude a los dictámenes técnicos de la causa, señalando que surge de tales elementos -de cuyas conclusiones deja constancia- que el establecimiento agropecuario “Rucalauquen” ha visto afectada su capacidad productiva en un 100%, como consecuencia del obrar administrativo en examen.

No obstante ello, observa que si bien se comprueba un daño en los demandantes, su especificidad se diluye en tanto se advierten restricciones a un grupo mayor de propietarios, consistiendo el problema -en su opinión- en determinar el punto de inflexión donde termina la carga pública y aparece el sacrificio especial, allí donde sea respetado el derecho de propiedad sin enervar las posibilidades de concreción de las políticas públicas. 

En este discurrir, entiende justo y razonable considerar que el perjuicio sufrido ha adquirido la especificidad suficiente como para tornar operativa la doctrina del sacrificio especial, que exime a los actores del deber jurídico de soportar enteramente el daño, toda vez que sería inconcebible que el obrar perjudicial de la Administración que beneficia a la comunidad no sea soportado -en alguna medida- por ésta, y, a la inversa, que aquéllos tampoco pueden quedar exentos de las cargas públicas que la convivencia supone, con una indudable incidencia en el alcance de la reparación.

e) Tras referirse a los criterios jurisprudenciales en torno al modo en que deben indemnizarse los perjuicios derivados de la actividad estatal lícita (conf. desarrollo del considerando IV.1), señala distintas circunstancias que, en el supuesto de autos, aconsejarían apartarse de la doctrina sentada en el precedente “Juncalán Forestal” (Fallos 312:2266), pues de otra forma se presentaría el riesgo de producir un resultado claramente disvalioso y contrario a las normas y principios de más alta jerarquía. Entre tales extremos, menciona que: 

- La acción promovida por los demandantes es la tercera de su tipo, habiendo obtenido ya dos pronunciamientos de la Corte Suprema Nacional por la inundación del inmueble de su propiedad (conf. sentencias de fecha 12-V-1988 y 25-IX-1997), en los que no sólo se hizo lugar al reclamo por los perjuicios sufridos, sino también por los que resultarían en el futuro, por el lapso de cinco años, estimado -en ambas decisiones- como plazo necesario para la recuperación productiva de las tierras.

- Los propietarios del inmueble afectado circunscriben, en el sub lite, el objeto de su pretensión a la cuantificación de los daños sufridos a partir de la fecha de vencimiento del rubro “daños futuros”, dispuesto por el último fallo, esto es, a partir del 25-IX-2002, aduciendo que existe “cosa juzgada", razón por la que la demanda se dirige a establecer nuevamente dichos rubros. 

- En el segundo pronunciamiento citado (causa “Gómez Álzaga, Martín Bosco”; Fallos 307:1515), la Corte Federal no hace lugar al pretendido argumento de la “cosa juzgada”, toda vez que al objetar la Provincia su responsabilidad en el caso, se introduce en el análisis de esa cuestión, evaluando, en particular, si se habían alterado las circunstancias de hecho subyacentes al proceso.

- En autos, la parte accionada no sólo sostiene su irresponsabilidad y la injusticia del reclamo impetrado, sino que -según lo expresado por el iudex- ha variado la situación fáctica como consecuencia del transcurso del tiempo. 

Advierte, al respecto, que el perito ingeniero, en lugar de calcular un plazo para el recupero de las tierras, sostuvo que las aguas no retrocederían, concluyendo que el Lago Epecuén “ha modificado su punto de equilibrio”, en el que se encontraba el sistema antes de 1978, aún considerando las máximas crecidas de los años 1915 y 1921. 

Con base en ello, precisa que encontrándose el campo anegado desde 1986 a la fecha del decisorio -sin que las aguas se retiren, ni siquiera en “períodos secos”-, la finca de los demandantes ya no puede ser considerada como un bien productivo, asumiendo tal carácter en la medida en que, tal como sucede desde hace más de veinte años, la Provincia continué con su política de utilizar la zona como reservorio de aguas, denominada por la Corte Suprema como “política de inundar campos para salvar poblados”. 

Refiere, en consecuencia, que el supuesto de hecho concebido originariamente por la Corte como la privación transitoria de un bien productivo, se presenta hoy como parte integrante de la Laguna Epecuén, por lo que cabe hacerle extensible la consideración del Decreto Nº 9320/86, en cuanto a la naturaleza “de obra accesoria de regulación del sistema” respecto al área urbana de Villa Epecuén, a los efectos de la ley 5708 de expropiaciones (conf. art. 1°, decr. cit.).

Aclara, sin embargo, que al no haberse contemplado a las parcelas que conforman el establecimiento “Rucalauquen” en la declaración de utilidad pública, la Provincia no ha incluido en la expropiación todas las tierras necesarias para el cumplimiento de los objetivos perseguidos con sus políticas hídricas, ni sus propietarios se encuentran habilitados para promover la acción de expropiación inversa (conf. art. 41, ley 5708).

En ese contexto, señala que los procesos dirigidos a tasar un quantum indemnizatorio con fundamento en la imposibilidad productiva que supone el anegamiento, procuran la obtención de ganancias tales como si la tierra estuviera en óptimas condiciones productivas, por un lado, y como si el campo se estuviera efectivamente trabajando, por el otro. Pero, en los hechos, sin trabajar ni someterse a los riesgos propios de la actividad empresaria.

Agrega que, con ese alcance, admitir la reparación pretendida implicaría otorgarle al derecho de propiedad un carácter absoluto -que no tiene-, supeditando el interés público al interés privado, generado, para ciertas actividades productivas, una nueva fuente de rentabilidad: no ya el trabajo, sino las obras que el Estado realiza con la intención de morigerar los efectos perjudiciales de determinados fenómenos naturales (conf. considerando IV.3). 

Desde tal perspectiva, considera que habiendo sido indemnizado el daño emergente y el lucro cesante en dos oportunidades, y no pudiendo valorarse -en la actualidad- el inmueble de los actores como un bien de carácter productivo, corresponde desestimar el reclamo por tales rubros. Ahora bien, toda vez que las tierras no han sido expropiadas, forzando a los actores a una situación en la que no se les priva de su propiedad pero sí del uso, entiende el iudex que ésta es la única consecuencia perjudicial que no tienen el deber jurídico de soportar. 

Juzga así, que el modo razonable de armonizar los intereses en pugna, hasta tanto la Provincia avance con la correspondiente expropiación, reside en establecer una indemnización que repare la privación de uso del bien, precisando que, ante la ausencia de prueba en cuanto al valor locativo de la propiedad afectada, debe fijarse dicho monto indemnizatorio en la etapa de ejecución de sentencia, previo informe pericial (conf. considerando IV.4, en el que se detallan -además- las pautas a considerar, el cálculo de los respectivos intereses y el porcentaje de distribución entre los propietarios).

II.- Ambas partes apelan la sentencia de grado. 

1. Los accionantes fundan su posición discrepante en los siguientes argumentos (conf. fs. 789/799):

a) Las condenas recaídas en las causas resueltas por la Corte Federal han adquirido la fuerza de “cosa juzgada”, circunstancia que veda cualquier posibilidad de ventilar en un nuevo proceso la materia allí tratada. Así, luego de ahondar en las características de dicho instituto, postulan que la única manera de excluir su vigencia es acreditar que los hechos del caso se han modificado, es decir, que las tierras ya no son improductivas por el retiro de las aguas. 

Explican, en este sentido, que no se trata de emitir juicios históricos ni declaraciones con pretensión de perennidad -como alude el magistrado de grado-, sino “de mantener un criterio ya juzgado frente a la inmodificabilidad del accionar que justificó su dictado” (conf. acápite II del escrito de expresión de agravios).      

b)  Contrariamente a lo sostenido por el sentenciante, afirman que el cuadro fáctico motivo de la reparación no se ha modificado, pues las tierras continúan anegadas resultando imposible su explotación agropecuaria, situación que sólo podría variar cuando éstas recuperen su capacidad productiva, o cuando el Estado provincial decida poner fin a la permanente afectación de su derecho de propiedad mediante el remedio excepcional de la expropiación.

c) Cuestionan la disminución de la obligación de indemnizar, alegando que el ejercicio de una actividad estatal lícita no constituye causa suficiente para enervar el derecho a la obtención de una reparación plena. Refieren que los daños sufridos por los propietarios de las zonas inundadas deben resarcirse, con independencia de la licitud del accionar estatal o del beneficio que con ello pueda reportarse a otros, agraviándose -en particular- de la aplicación al caso de la doctrina del “sacrificio especial”. 

d) Aducen, por otro lado, que pudo considerarse “lícito” el obrar del Estado provincial en el año 1986, anegando los campos en procura de evitar consecuencias mayores a las naturalmente producidas por las inundaciones, pero ello no puede sostenerse veinte años después, manteniendo sine die el perjuicio a su parte, con el agravante de haber quedado excluidos del régimen expropiatorio dictado posteriormente, que benefició una extensa zona aledaña a sus tierras. 

e) Reiteran que el daño versa de manera exclusiva y excluyente sobre el “lucro cesante”, lo que resulta -directa e inmediatamente- de las acciones llevadas a cabo por la Provincia sobre un bien destinado a la explotación agropecuaria, como fuera probado en la causa. Alegan, en punto a ello, que el único sacrificio especial que soporta su parte no consiste sólo en la privación del uso de la propiedad -tal como se sostiene en la sentencia-, desde que no cabe distinguir en la especie entre “uso” y “explotación”, en atención a la naturaleza específica de las tierras que recibieron el perjuicio (v., en este sent., acápite V, ítem tercero).  

Aclaran, al referirse al error conceptual que entienden ha presidido el criterio judicial impugnado, que el “valor locativo” admitido por el a quo constituye sólo una consecuencia mediata del acto causante del daño, pues su parte jamás dio en arrendamiento las tierras, sino que las explotó por sí de manera intensa e inveterada, como lo demuestran las pericias, representando su indisponibilidad para hacerlo producir -por el contrario- una consecuencia directa y necesaria de aquel proceder.   

Sintetizan, finalmente, su postura destacando que se han visto privados de ejercer plenamente su derecho de propiedad y que, de existir alguna causa de utilidad pública que obligue a mantener los campos inundados, o bien deberían expropiarse las tierras, o bien deberían indemnizarse los daños causados.
A mayor abundamiento, refutan en forma expresa la indeterminación del procedimiento para establecer el “valor locativo” -en la instancia de ejecución de sentencia- y la falta de reconocimiento, desde el momento de producción de cada perjuicio objeto de reparación, del derecho a obtener el pago de los respectivos intereses.

2. Se agravia la Fiscalía de Estado, únicamente, respecto de la declaración de inconstitucionalidad de la reforma introducida por la ley 13.101 al artículo 51 del Código Contencioso Administrativo y, en consecuencia, de la imposición de las costas procesales a su parte (conf. fs. 802/807).

3. Contestados los traslados de ambos recursos (fs. 810/812 y 814/821), elevada la causa y declarados admisibles (conf. resolución de esta Cámara de fs. 846), corresponde resolver sobre sus fundamentos (arts. 55 a 59, CPCA).


III.- Así expuestos los antecedentes de la cuestión sometida a juzgamiento, comenzaré por abordar la impugnación efectuada por la parte actora, que apela la decisión principal.


Al respecto, adelanto que los agravios no son suficientes para desvirtuar la motivación de tal pronunciamiento y consecuente solución adoptada, en cuanto resulta atacada por la accionante.

La exposición de la apelante permite encauzar el examen de los agravios a través de tres aspectos, a saber: la cosa juzgada (primer agravio), la plataforma fáctica (segundo agravio) y el alcance de la indemnización (restantes agravios). 

1. La cosa juzgada.

En primer término y a diferencia de cuanto conforma el embate central que plantea la recurrente, no se advierte que la sentencia de primera instancia hubiese  trasvasado el valladar de la res judicata.

Debe recordarse que, en palabras de la Suprema Corte, tal atributo de inmutabilidad que emana de una decisión judicial firme, entra en el mundo jurídico de forma inconmovible, produciendo efectos con relación a todas las relaciones jurídicas vinculadas con la materia en litigio (conf. Ac. 69.999, sent. del 22-XII-1999).

Asimismo, la sentencia que pasa en autoridad de cosa juzgada gana los atributos de inimpugnabilidad, inmutabilidad y coercibilidad, se trata de una solución definitiva, concluyente, determinada: es la última palabra de la justicia, la aplicación de la voluntad de la ley para el caso concreto, que no cabe alterar, variar o modificar (conf. S.C.B.A.: doctr. Ac. 75.569, sent. del 12-VII-2000; en igual sentido Ac. 54.404, sent. del 1-IV-1997 en "Acuerdos y Sentencias", 1997-I-681, "D.J.B.A.", 153, 25).

Sin embargo, ello no obsta a que los tribunales de justicia posean la facultad de comprobar en un proceso de conocimiento los alcances de las sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada que allí se discuten (cfr. C.S.J.N. doct. Fallos 319:2527 y sus citas; "Banco Central de la República Argentina en Centro Financiero S.A. Cía. Financiera -incid. de verificación tardía s/rec. de inconstitucionalidad y recurso directo", sent. del 20-III-2003). Es que, como lo sostiene el máximo tribunal, son arbitrarios los pronunciamientos que, por excesivo ritualismo extienden el valor formal de la cosa juzgada más allá de los límites razonables (doct. Fallos 310:2063) utilizando pautas de excesiva laxitud u omitiendo una adecuada ponderación de aspectos relevantes de la causa, lo que redunda en un evidente menoscabo de la garantía del art. 18 de la Constitución nacional (doct. Fallos 318:2068; 323:2562) o conduce de tal forma a un resultado que excede notablemente la razonable expectativa de conservación patrimonial del demandante, violentando los principios de los arts. 952 y 1071 del Código Civil (doct. Fallos 316:3054; 317:53) (S.C.B.A. voto del juez Soria en la causa causa C. 83.245, "Mirador de Lincoln S.A.”, sent. del 26-9-2007). Vale mencionar que en ese supuesto la Corte local estimó, por mayoría, el reclamo resarcitorio sustentado en un fallo firme, recaído en un proceso de amparo que, a diferencia del presente, no reconocía ninguna previa reparación.

Bajo estos parámetros, la autoridad de las sentencias –en este caso de la Corte federal- que se pretende hacer valer mediante una nueva pretensión sometida a juzgamiento, no comporta entonces una mecánica aplicación de sus mandatos en el único modo que lo entiende la parte interesada, sino que, antes bien, requiere del examen de los presupuestos de admisibilidad y procedencia del reclamo, como de la implicancia del pronunciamiento sobre la cuestión. Exige, pues, una tarea intelectual de conocimiento y resolución, despliegue que torna ineludible el análisis e interpretación de los alcances y efectos de los antecedentes judiciales invocados.

Si de otro modo se lo entendiera, dejaría de resultar imprescindible abrir la jurisdicción ex novo con el ejercicio de una acción, sustanciar el proceso y dictar la sentencia de mérito. Y bastaría con procurar una mera aplicación del precedente. Si bien la cosa juzgada puede hacerse valer en el proceso en que la sentencia se dictó o en cualquier otro proceso (v. fs. 789 vta. del recurso), lo cierto es que tanto en éste –tercer juicio- como en el anterior -segundo pleito-, se instó la vía judicial por medio de una demanda a fin de lograr una satisfacción que no podría ser obtenida sin el dictado de fallo estimatorio y condenatorio.

En este primer aspecto, no asiste razón a la parte actora cuando aduce que el presente litigio se ve limitado a comprobar si se mantienen o no las mismas condiciones de anegamiento del bien que no ha sido expropiado para, de ser así, determinar el monto resarcitorio por el lucro cesante y daño futuro.

Es que aquel pronunciamiento antecedente, que adquiere la calidad o atributo de cosa juzgada que, como es sabido, se halla bajo resguardo constitucional (art. 17, C.P.), no extiende sus efectos más allá de sus propios alcances, que, conforme se verá, se consumaron con el acogimiento, por segunda vez, de la pretensión indemnizatoria allí reconocida y la cuantificación del monto; ello, aunque sus bases estructurales no pueden quedar desoídas, alteradas ni modificadas por imperio de un fallo ulterior, siendo este el límite a observar.

En este marco, entiendo, como anticipara, que en la sentencia de autos no se configura desconocimiento o apartamiento del principio de la cosa juzgada, pues no se lee en los invocados fallos de la Corte nacional, aquello que postulan los demandantes, en el sentido que sólo queda al presente cauce judicial fijar ulteriores indemnizaciones en tanto y en cuanto no se produzca el único impedimento para ello, esto es, la recuperación de productividad de las tierras o bien su expropiación.

Disiento con tal entendimiento y, en cambio, estimo que la evaluación de los hechos, en el presente, realizada por el iudex con sustento en las pruebas producidas en autos, como se podrá comprobar, no implica una ruptura de los fundamentos inconmovibles de aquellos fallos.

El juez efectúa correctamente la distinción entre los hechos antecedentes y los actuales, con sustento en las constancias de la causa y especial ponderación del transcurso del tiempo y de haber sido ya resarcidos, en dos ocasiones, los perjuicios que se vuelven a invocar.

En suma, lo que se debate en la especie es la inmodificabilidad como inherencia de la cosa juzgada, en torno a la causa del deber de responder como a los renglones o rubros que componen la pretensión pecuniaria.

Y acerca de ello, no acredita el apelante desprecio de las decisiones de la Corte nacional, que se traen como fuente de la demanda ahora entablada, y cuyas copias certificadas se agregan a fojas 823/829 y 830/838.

Cabe aclarar que los actores –Alberto Rómulo Lanusse, Alberto María Lanusse, Eduardo Saturnino Lanusse y Josefina Milagros de Durand- se presentan en el carácter de herederos de María Josefina Álzaga de Lanusse (fs. 26 y constancia allí mencionada que se agrega a la demanda). 

2. La primera de las sentencia pronunciadas por el alto tribunal, el 12-5-1988 (causa A-394-XIX ORIGINARIO, “Álzaga de Lanusse, María Josefina y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ daños y perjuicios”, fs. 823/829 de la causa), luego de remitirse a los consideraciones expuestas en otro antecedente relativo a la responsabilidad derivada del anegamiento de los campos de la zona de las lagunas encadenadas (concretamente, al considerando 7° del fallo del 8-11-1987 recaído en la causa “Santa Clara S.C.A.”), condenó a la Provincia de Buenos Aires a abonar el importe respectivo allí establecido por los conceptos daño lucro cesante y daño futuro circunscribiendo su extensión temporal. A ese fin consideró que si bien el experto admite que el proceso de recuperación productiva de las tierras demandará un tiempo prologando, que excedería a su juicio un plazo de cinco años, parece conveniente limitar su reconocimiento a ese lapso (cfr. considerando 9°, v. fs. 827). 

Ante la segunda pretensión indemnizatoria radicada ante la Corte (causa A. 575. XXVI. ORIGINARIO Álzaga de Lanusse, María Josefina y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ años y perjuicios, sentencia del 25-9-1997, fs. 830/834 vta.), como la anterior, también en la órbita de su competencia originaria, en relación con ello sostuvo que en la anterior causa seguida por los actores el Tribunal, al admitir su reclamo por el lucro cesante, consideró la evidencia de que la recuperación productiva de las tierras de su establecimiento rural demandaría un tiempo prolongado, por lo que la calculó respecto de los cinco años futuros.

En este último pronunciamiento, la Corte, al tratar el tema de la cosa juzgada, consideró que en un caso similar en el que se alegaba que el litigio promovido era, de alguna manera, la continuación de uno anterior …concluido con una sentencia favorable el Tribunal hizo lugar al reclamo destacando que la Provincia de Buenos Aires ha reconocido en su escrito de contestación de demanda el carácter de cosa juzgada … agregando que Empero, en el presente juicio, niega que se configure tal extremo y sostiene argumentos en torno a las causas de la inundación, defensa que, se dijo, asimismo había sido invocada en el caso anterior.

En ese marco, entonces, sostuvo también que los argumentos exculpatorios que esgrime la demandada -referidos a que la situación del campo de los actores nada tiene que ver con la acción antrópica- no pueden ser aceptados pues no ha acreditado como era menester que la situación existente y que motiva la pretensión tenga un origen diverso del reconocido en el precedente ya recordado de manera de impedir los consecuentes efectos de la cosa juzgada toda vez que en modo alguno ha probado que la inundación obedezca a causas naturales para justificar así la eximente prevista en el art. 514 del Código Civil. Para más adelante, una vez referenciadas las respuestas del perito interviniente sobre la cuestión, concluir al respecto que resulta claro que la provincia no ha podido demostrar que nuevas causas que atribuyó al hecho de la naturaleza, impidan acordar los efectos de la cosa juzgada a la cuestión debatida agregando que igual defensa basada en las consecuencias de las lluvias caídas en los años 1985/86 no excusó su responsabilidad como esta corte lo decidió en una veintena de casos…lo que permitió reiterar en la sentencia dictada en el juicio seguido por Molino Harinero Carhué S.A.C.I.C.I.A. Y F. que esas conclusiones resultaban ya definitivas. 

De lo expuesto se sigue que la cosa juzgada resulta operativa en orden a las causas de la inundación de las tierras de los actores, como se ha juzgado en los casos precedentes y que, en cambio, no se encuentra subordinada a igual solución que los anteriores, el reconocimiento de una indemnización sin evaluar la existencia y, en su caso, magnitud de los perjuicios, que no conformaran aquella decisión.

En ese orden, se visualiza que el iudex se ha expedido en forma congruente con las mentadas conclusiones definitivas sobre la cuestión material emanadas de las referidas sentencias. Ello así, tras el análisis de las constancias de la causa y de dicho decisorio, al advertir con claridad una relación de causalidad directa entre el accionar de la provincia demandada y el anegamiento del campo de los accionantes, ello determinado principalmente por la construcción del Canal Ameghino, que permite el ingreso de caudales de la cuenca del Arroyo Vallimanca, y por la construcción y operación de diversas obras que, como canales, terraplenes, diques, compuertas, entre otros, están dirigidas a regular tanto el ingreso de las aguas de cuencas foráneas, como las crecidas que se generan en períodos de mayores precipitaciones (“períodos húmedos”). Agrega que Ello, por lo demás, se corresponde con las conclusiones alcanzadas por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en diversas causas en las que se ventiló la responsabilidad de la Provincia por las inundaciones en el partido de Adolfo Alsina (considerando 2.2., fs. 774 vta.).

En suma, la sentencia recaída en la anterior instancia, hasta lo aquí analizado, no adolece por equívocos en el juzgamiento ni por exceso alguno respecto de los tópicos decididos con anterioridad con autoridad de cosa juzgada. 

3. Tampoco se aprecia una deficiencia de ese carácter en cuanto el a-quo encuadra el sub-lite en la órbita de la responsabilidad del Estado por actuación lícita (considerando 3, fs. 774 vta./775), si se consigna que, si bien el primer precedente invocó el art. 1112 del Código Civil (fs. 827 vta.) los embates planteados en el recurso, no alcanzan ese aspecto sino, antes bien, las consecuencias derivadas de ello.

Dice la recurrente que el hecho de que la decisión del Estado Provincial exteriorizada en el decreto 9320/86, lo haya sido en ejercicio de una “actividad lícita” no es causa suficiente como para enervar el derecho…a la obtención de una plena reparación (fs. 793), destacando más adelante los fundamentos de tal esfera de actuación estatal, contenidos en la sentencia (consid. 3.1.) a fin de afirmar la pretensión resarcitoria de los daños esgrimidos (fs. 793 vta. del recurso). 

En tal sentido, pues, no media un cuestionamiento de la ubicación que el a-quo efectúa de la cuestión litigiosa en la mentada esfera de actuación, como sobre la referencia de casos similares donde la Corte sostuvo que la realización de los trabajos requeridos por el cumplimiento de las funciones estatales, en el caso, los cumplidos por la Dirección de Hidráulica, si bien, en principio, lícitos, no impiden la responsabilidad del Estado, siempre que con ellos se prive a terceros de su propiedad o se la lesione en sus atributos esenciales (cfr. último párrafo de fs. 775 cit.).

En cambio, apunta el recurrente con sus críticas a la derivación de ese encuadre del asunto, que obtiene el iudex en el considerando 3.3., relativa al alcance de la reparación para esta clase de imputación.

Los agravios discurren sobre la injusticia de tener que soportar un daño en beneficio de la comunidad, aunque se deslice un concepto referido a la transformación de la originaria licitud del obrar estatal (v. punto V- b- (i) de fs. 794 vta.), empero sin conformar esas alegaciones más que un mero enunciado ausente del carácter de crítica efectiva para demostrar error in iudicando.

La posición de la apelante en torno al alcance pleno de la indemnización, y la censura sobre la limitación de aquél, no quiebran la lógica de un razonamiento que no restringe por vía de principio los lindes de la reparación en los supuestos de responsabilidad por actividad estatal lícita (cfr. arts. 14 y 17 C. N.) sino que, partiendo de un concepto de resarcimiento integral (ver especialmente la expresión de conformidad –primer párrafo del considerando 4.2. de fs. 777 vta- con la postura amplia del voto del Dr. Bacqué in re “Juncalán Forestal” de la C.S.J.N., sentencia del 23-XI-1989), analiza los hechos que llevan a disminuir su extensión.

Es así que sostiene el iudex que las circunstancias del presente caso aconsejan, no obstante, apartarse de la solución propuesta en el citado precedente pues de otro modo se presenta el riesgo de producir un resultado claramente disvalioso y contrario a las normas y principios de más alta jerarquía (tópico y foja cits.).

Sobre esta base destaca los hechos siguientes.

- Primero, que la presente demanda de daños y perjuicios es la tercera entablada por los actores por la misma causa, habiendo ya obtenido dos pronunciamientos de la Corte Suprema por la inundación del inmueble de su propiedad (sentencias del 12-5-88 y del 25-9-97). En el inicial no sólo se hizo lugar al reclamo por los perjuicios sufridos, sino también por los que resultarían en el futuro habida cuenta de que la recuperación de las tierras no se completaría antes de los cinco años. Transcurrido ese período y deducida la segunda petición, el alto tribunal nuevamente y con los mismos fundamentos que el anterior admitió la pretensión por considerar que las circunstancias no se habían modificado, incluyendo el daño futuro por el lapso de cinco años.

- Asimismo, más allá de lo dicho por el a-quo en cuanto a la cosa juzgada (considerando 4.2., en especial párrafo cuarto), refiere que, en el segundo de los citados fallos, la Corte analiza si el transcurso del tiempo había alterado las circunstancias de hecho subyacentes al proceso, elemento que es tomado como dato sustancial sobre el que elabora el examen de la plataforma actual de la causa. 

- Evalúa, en tal contexto, el riesgo de continuar la línea decisoria precedente, inclinándose por adoptar un diverso temperamento que se impone habida cuenta –entre otros factores- que ha variado la situación fáctica como consecuencia del transcurso del tiempo.

- En efecto, pondera al respecto adecuadamente que en lugar de calcular un plazo para el recupero de las tierras, luego de un meduloso estudio el Ing. Calzaretto sostuvo que las aguas no retrocederían, resaltando el iudex acerca de ello lo concluido por el experto a fs. 601, donde se expresa que queda claramente establecido…que en cada período de riqueza de precipitación de la cuenca, el lago vuelve a recuperar el nivel que adquirió en 1986, y las bajantes que se producen corresponden a períodos de menores precipitaciones. Esto indicaría que se ha modificado el punto de equilibrio, en el cual estaba el sistema antes de 1978, aún considerando las máximas crecidas de 1915 y 1921.

- De ello deriva que teniendo en cuenta que desde 1986 a la fecha del presente decisorio, el campo se encuentra anegado y que las aguas no se retiran ni siguiera en “períodos secos”, parece claro que la finca de los demandantes –con mayor o menor nivel de agua- ya no puede ser considerada como un bien productivo (fs. 778 vta. últ. párr. de la sentencia).

Al respecto, el derecho a ser resarcido por perdurar la inundación del campo que sostiene la recurrente como las otras alegaciones relacionadas (v. fs. 792/792 vta.), no permiten visualizar el defecto en la motivación que convierta en eficaz la réplica, pues no aporta elementos que posibiliten advertir que, efectivamente, subsiste la situación dañosa, en la medida que se la alega a partir de un estado de productividad inexistente y carente de actualidad. Ese bien no se mide sólo en relación a la aptitud del inmueble sino de todos los factores que condicionan la obtención de ganancia.

Queda pues al descubierto que la posición de los demandantes, que alegan el carácter de sucesores titulares dominiales de las tierras, significa una compuerta para lograr una renta periódica que estiman en concepto de indemnización invocando los fallos de la Corte, agotados en su cumplimiento y extensión temporal.

Así lo entiende el juez de grado al considerar que muchos particulares cuyos campos se encuentran inundados inician de tanto en tanto un proceso dirigido a tasar un quantum indemnizatorio con fundamento en la imposibilidad productiva que supone el anegamiento de sus tierras; y lo hacen, como en autos, sobre la base de una rentabilidad ideal, despojada de las incertidumbres propias de una explotación agropecuaria, lo cual fuera ya advertido por la Corte en algunos de los precedentes citados (Fallos 307:1515, “Gómez Álzaga”, sent. del 27-VIII-1985; y Fallos 312:2266, “Juncalán Forestal”, sent. del 23-XI-1989).

En tal contexto ​–continúa- demandas como la interpuesta en autos pretenden la obtención de unas ganancias tales como si la tierra estuviera en óptimas condiciones productivas, por un lado, y como si el campo se estuviera efectivamente trabajando, por el otro. Pero en los hechos sin trabajar ni someterse a los riesgos propios de la actividad empresaria.

Postura, la de los actores, que choca con los requisitos que deben ser demostrados fehacientemente de modo ineludible para la procedencia de la pretensión resarcitoria contra el Estado, a saber: la existencia de un daño cierto, la relación de causalidad entre la conducta fundamento del reclamo y el perjuicio invocado, y la posibilidad de imputar jurídicamente esos daños a la demandada (cfr. doctr. C.S.J.N., Fallos: 315:2865; 320:266; 330:2748, entre otros). 

4. El alcance de la indemnización. El lucro cesante y daño futuro. 

Aún partiendo del criterio amplio y actual, que representa una tendencia en la que se enrola la actora, en el sentido de admitir ese renglón como indemnizable, si se trata, como en autos, de la responsabilidad extracontractual del estado por su actuación lícita (cfr. doctr. C.S.J.N., “Juncalán Forestal”, cit.; “El Jacarandá S.A.”, sent. del 28. VII-2005; “Zonas Francas Santa Cruz S.A.”, sent. del 9-VII-2009, entre otras), son las especiales circunstancias ponderadas por la sentencia, las que definen una suerte diferente a ese rubro, compuesto por el lucro cesante y daño futuro, que adecuadamente valora el judicante, sin quebrar ningún decisorio en contrario que no contienen las sentencias anteriores.

Éstas en efecto se dedicaron a resarcir esos daños por los períodos allí considerados hasta cinco años ulteriores, sin producir ningún pronunciamiento en relación a los eventuales que pudieran ocurrir más adelante. Más bien se advierte, al contrario, una conveniente limitación.

Partiendo de esa base, las nuevas circunstancias evaluadas, son suficientemente relevantes y convincentes para dar fundamento a lo resuelto, en orden al rechazo del reconocimiento del tópico bajo consideración (art. 163, C.P.C.C. y art. 77 C.P.C.A.).

A riesgo de reiteración, cabe volver sobre ellas. El haber sido indemnizado en dos oportunidades tanto el lucro cesante como el daño futuro, hasta el 2002; el tiempo transcurrido desde que ocurrió la situación generadora del pedimento; el agotamiento de la capacidad productiva del campo, o, dicho en los términos de la pericia en que se sustenta la sentencia, la imposibilidad que esos predios recuperen esa aptitud, pérdida de expectativa que presenta una plataforma de hecho que difiere de la considerada por los fallos anteriores; en relación a lo anterior, la falta de evidencia del derecho a obtener un resarcimiento por una explotación inexistente, bajo las especiales circunstancias del sub-judice.

Atento la orfandad de elementos de convicción que demuestren la perdurabilidad de los perjuicios al cabo de veinticuatro años, habiendo sido ya indemnizados por el reclamo hasta el 25-9-2002, pretender un nuevo resarcimiento desde entonces y por el daño futuro, implica una carga probatoria de actualidad en relación a la situación de los actores, que no han afrontado, versando la ofrecida y realizada sobre datos abstractos que no apuntan al concreto emprendimiento comercial.    

La prueba rendida en la causa no se dirige a demostrar unos efectivos perjuicios que justifiquen la pretensión patrimonial de autos, aún tratándose del lucro cesante.

Todavía queda por agregar que en la demanda se intenta incluso modificar el criterio seguido en las sentencias precedentes, en la evaluación del daño alegado en tanto no permitirían asegurar un resarcimiento pleno de los perjuicios sufridos (fs. 30vta. /31).

En efecto, se parte de consignar que el establecimiento Rucalauquen está ubicado en la Provincia de Buenos Aires, Partido de Adolfo Alsina, en el sud-oeste con una superficie total de 2249,70 has.

A partir de allí se desarrollan aspectos relacionados con las características de los suelos de dicha localidad, estadísticas agrícolas según los tipos de plantaciones y sus respectivos rendimientos, cultivos más difundidos en la zona (fs. 31/34), para luego referirse a la metodología de cálculo del monto del daño (fs. 34 vta./35 y 40 vta./41).

Se observa que los datos allí consignados para obtener resultados sobre la explotación del campo en el presente, son abstractos en relación al sub-lite, esto es no se basan en la situación de la actora sino en parámetros que se adoptan por considerárselos trasladables –en teoría- al establecimiento.

Lo mismo cabe decir de las conclusiones alcanzadas (fs. 40) como de la prueba ofrecida, en lo sustancial (fs. 41 vta./42), que se confirma con los términos de la valoración realizada por la misma actora (v. alegato de fs. 723/733).

A mayor abundamiento, la pericia agronómica rendida en autos (fs. 413/432) ilustra aspectos referidos al estado de anegamiento del campo de los actores, caracteres y aptitudes del suelo en el partido de Adolfo Alsina, con referencia a diferentes cultivos, abordando el examen del rendimiento normal y productividad perdida, con sustento en el resultado económico que potencialmente se podría obtener de la explotación, así como los trabajos que serían necesarios para la eventual recuperación de las tierras, logrando guarismos y estimaciones. Se trata de un estudio elaborado sobre bases hipotéticas para evaluar un estado lucrativo eventual, que pudiese dar continuidad a las acciones de la actora con lo actuado en las experticias del juicio anterior radicado ante la Corte Nacional (v. esp. punto 7 de fs. 427 de la causa). Las apuntadas circunstancias sobre las que trabajara el experto, pues, no permiten desvirtuar las consideraciones que se vienen realizando a propósito del déficit en los elementos constitutivos del deber de responder bajo examen (doctr. arts. 384, 474 y concs., C.P.C.C.; 77, C.P.C.A.). En similar sentido cabe valorar el contenido de la formulación del consultor técnico de la actora que se agrega a fs. 448 y siguientes.

Por otra parte, la pericia hidráulica (fs. 565/614 y su ampliación de fs. 626/650), que fuera ponderada anteriormente en orden al estado actual del predio y el sistema hídrico de la zona, no versa en concreto sobre la cuestión de los daños lucro cesante y futuro.

De allí que resulta acertado, como alega la demandada al contestar la acción donde incluso destaca que los valores solicitados se apartan de lo dispuesto en las causas anteriores, que la producción estimada por la actora resulta de elementos teóricos generales para la zona, no trasladables a su campo que muestra una productividad muy limitada y lejos de las aptitudes y valores pretendidos (fs. 143 de la contestación de demanda). Le asiste razón en torno a que la potencialidad del establecimiento agropecuario no es su objeto sino los beneficios reales que el productor se ha visto privado de obtener en ejercicio de una actividad efectiva anterior al ingreso de las aguas. Criterio que reitera, adecuadamente, en el responde del memorial, al insistir en que se sustenta la petición de autos en cálculos hipotéticos de la mentada potencialidad y no en beneficios reales, amén de destacar la índole de la explotación –era ganadera- en contraste con la pretensión de resarcimiento –sobre la base de una de tipo agrícola ganadera- que no desplegaba (cfr. fs. 814 y sigts., en especial fs. 820/820 vta.).

La actora no produjo prueba de gastos afrontados en relación al emprendimiento luego impedido de funcionar a raíz del anegamiento del campo. No trajo constancias relativas a la actividad otrora realizada o la que en su lugar estuviese desplegando. Ni probó la lesión derivada de la demora en el restablecimiento de la productividad de la tierra.

Teniendo en cuenta que el lucro cesante comprende las ventajas económicas esperadas de acuerdo a probabilidades objetivas estrictamente comprobadas (doctr. C.S.J.N. Fallos 306:1409; 316:1335), al no hallarse respaldados con sustento fáctico suficiente los daños aducidos en torno a la probabilidad cierta de las utilidades esperables, ellos no pueden tener acogida (en sent. conc. doctr. C.S.J.N. in re “Zonas Francas Santa Cruz S.A.”, sent. del 9-VI-09). 

Sobre la base de lo expuesto, cabe concluir que los accionantes no han demostrado el detrimento patrimonial esgrimido, con el grado de certeza necesario para que proceda su reparación (cfr. doctr. C.S.J.N. causa cit. y sus citas). 

Cabe recordar que quien invoca hechos como fundamento de su pretensión tiene la carga de acreditarlos (art. 375 del C.P.C.C. y art. 77, C.P.C.A.), la que estimo insatisfecha con la necesaria intensidad por la parte actora, como para que su petición no se convierta –como ocurre- en una réplica de lo solicitado en otros pleitos y ya resarcido, desde que no se advierte fuera de aquel marco, la comprobación de la perspectiva cierta de ganancias que la recurrente habría sido privada de obtener desde el año 2002 hasta la fecha.

En tanto no surge fehaciente el menoscabo que deba ser resarcido, conforme a las constancias de la causa, y compartiendo los argumentos del a-quo que el recurso no logra desvirtuar, corresponde rechazarlo y confirmar, en cuanto ha sido motivo de agravio por la actora, la sentencia apelada.

En mérito de lo expuesto, no merece reparo el criterio del sacrificio especial con el que el iudex refuerza por vía de principios el sentido decisorio, ponderando las particulares circunstancias de la causa para expedirse acerca de la medida en que aquél ha de ser soportado (doctr. art. 16, C.N.).

Frente a los hechos de la causa, que se vienen analizando, no cabe aceptar lo postulado por la recurrente, en orden a que sobre los daños que alega padecidos existiría cosa juzgada, extensión que carece de andamiento.

En definitiva, cabe concluir que la proyección que los actores pretender asignar a los pronunciamientos que invocan, no puede tener acogida (arts. 14, 16, 17 C.N.; 375 y concs., 163 y 164 C.P.C.C.; 55, 58, 59, 77 y concs., C.P.C.A.).

5. Por último, cabe asimismo desestimar el recurso de esa parte, en cuanto cuestiona aspectos del ítem reconocido, privación de uso del inmueble, cuya procedencia no ha sido impugnada por la contraria, que se limita a controvertir el accesorio costas.

Ahora bien, sobre esa base, cabe señalar que el argumento del a-quo referido a la necesidad de contar con una pericia que determine el valor locativo del predio rural, además de tenerse en cuenta el dictamen de fs. 413 y siguientes, no ha sido objeto de crítica por la actora.

En virtud de que tal es el sustento de la indeterminación del monto de la indemnización por ese concepto, corresponde rechazar el agravio.

La misma suerte depara al recurso de esa parte el inicio del cómputo de los intereses, pues, fundado el decisorio que los establece desde la notificación de la demanda, en la índole de la responsabilidad del estado –por actuación lícita- (cfr. art. 509 y concs., Código Civil y jurisprudencia invocada en la sentencia a fs. 781 y en la contestación del recurso de fs. 820 vta.) que se hace efectiva en la sentencia, sin réplica al respecto por la apelante, el sostén de lo resuelto, en consecuencia, queda incólume y, por lo tanto, inatendible la impugnación (art. 56 inc. 3. C.P.C.A.).

6. Por los fundamentos expuestos, corresponde desestimar en todos sus términos, el recurso de apelación deducido por la parte actora, confirmando, al respecto, esto es en el punto 1. del fallo y su pertinente motivación, la sentencia de primera instancia (arts. 56, 58, 59 y concs., C.P.C.A.).

IV.- Por último, en cuanto respecta al pronunciamiento accesorio sobre costas, considero que asiste razón a la demandada apelante.

1. El juez a quo declara inconstitucional la modificación introducida por la ley 13.101 a la norma del artículo 51 del Código Procesal Contencioso Administrativo. Así lo decide, en tanto considera que corresponde imponer las costas a la accionada vencida, aunque no se ha suscitado un debate sobre la validez de dicha previsión.

Entiendo que el decisorio incurre en error al propiciar, de oficio, la declaración de invalidez del mencionado artículo 51.

Para dar respuesta a la consideración de las críticas de la recurrente, reiterando las razones volcadas en precedentes recientes (CCALP causas  Nº 8519, “Cruceiro”, sent. del 7-V-09 y Nº 6736, “Aballay”, sent. del 19-V-09), corresponde remitir a antecedentes de esta Cámara, en los que se han descalificado, de un lado, la resolución de oficio de una cuestión constitucional análoga (causas Nº 3897, “Nitti”, sent. del 4-IX-08 y Nº 3878, “Adamo”, sent. del 26-II-08, entre otras allí citadas) y, del otro, la tacha de invalidez del artículo 51 del Código Procesal Contencioso Administrativo (texto según ley 13.101), por trasgresión a principios y normas superiores (conf. causa cit. y, entre muchas, CCALP causa Nº 344, “Frigorífico La Estrella S.A”, res. del 5-IV-05).

Lo primero, en tanto de acuerdo al criterio que viene sosteniendo el Tribunal, el ingreso y decisión de una cuestión constitucional sin petición de parte, se halla abonada ante aspectos inherentes a la competencia, el debido proceso o el ejercicio de la función judicial plena, o situaciones excepcionales que pudiesen gravitar en forma negativa e irreparable en la defensa de las partes ante la incontrastable pugna constitucional (doct. CCALP en las causas Nº 688, “Fisco de la Prov. de Bs. As. c/Aldimar S.A.I.C. y M., s/Apremio Provincial”, sent. del 11-V-05, y Nº 1481, “Ribelli”, res. del 28-VI-05, entre muchas otras). La parte actora en estos autos, no estuvo privada de articular el pedimento suscitando el test de validez de la norma procesal, examen efectuado oficiosamente en la sentencia, sin dar posibilidad a la parte desfavorecida por el resultado alcanzado en aquélla, de ser oída en forma previa a su respecto (art. 15, Const. Prov.).

Bajo esas condiciones, entiendo que la función judicial desplegada en la materia excede los contornos del debate, pues si bien el control de constitucionalidad de las normas se halla reservado al Poder Judicial y no pueda sufrir mengua ni aniquilamiento por las reglamentaciones instrumentales (art. 31, Const. Nac., y art. 57, Const. Prov.), también es imperativo constitucional que el juzgamiento de casos, causas y controversias debe realizarse con arreglo a las leyes procesales y al debido proceso, de conformidad a las pretensiones formuladas por las partes y resguardando el principio de congruencia (doctr. arts. 15, 168 y concs., Const. Prov.; art. 18, Const. Nac.; arts. 34 inc. 4 “in fine” CPCC -doctr. art. 163 inc. 6° del mismo Código y art. 161 inc. 2°-; art. 77, CPCA). 

2. Sin perjuicio de ello, ninguno de los embates que endilga el pronunciamiento contra la solución legal vigente en materia de costas, exhibe un desarreglo patente e inopinable con las normas superiores que se dicen transgredidas.

La insuficiencia de evidencia de la pugna constitucional decidida por el a quo, conduce pues a descartar la tacha constitucional de la solución legal adoptada por el nuevo Código de la materia (doctr. causa Nº 91, “Asociación Argentina Adventista Séptimo Día”, res. del 26-X-04).

A mayor abundamiento, la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha pronunciado (in re “Flagello”, de fecha 20-VIII-08), por mayoría, en línea similar a la que se viene sosteniendo, en una causa sobre materia previsional. En ese sentido, sostuvo que la circunstancia de que la ley disponga que las costas se abonen en el orden causado no trae aparejada una lesión a las garantías de la igualdad y propiedad, pues el régimen favorece a ambas partes por igual, y no se advierte que la circunstancia de abonar sus trabajos a un profesional implique la confiscación de los bienes del obligado; aparte de que el tema en debate es materia de carácter procesal y puede ser resuelto por las leyes en la forma que consideren más justa, sin que sea indispensable que en todos los casos aquéllas se impongan al vencido. 

Asimismo, recientemente se ha expedido en concreta relación a la previsión de marras (art. 51, ley 12.008, con la reforma de la ley 13.101) la Suprema Corte local, revocando un fallo de Tribunal de alzada (CCASM) citado por el iudex (“Asenjo”; v. fs. 784), en la misma dirección que vengo desarrollando, al dejar a salvo al sistema de costas que dicha previsión establece de los embates por violencia a las cláusulas constitucionales de los artículos 16 y 17 de la ley fundamental y rescatando el carácter local de la regulación (conf. SCBA, causa A. 68.418, “Asenjo” y, en igual sentido, causa A. 68.835, “Bonanno”, ambas sentencias de fecha 15-IV-09). En línea concordante, ese superior Tribunal se ha pronunciado al confirmar la sentencia dictada por esta Cámara aplicando el citado principio (conf. causa A. 68.850, "Saravia”, sent. del 18-III-09). 

Procede, en consecuencia, hacer lugar al recurso sobre el pronunciamiento accesorio de costas, revocarlo y aplicarlas en el orden causado, con arreglo a lo previsto por el artículo 51 inc. 1° del Código Procesal Contencioso Administrativo. No promedia mérito para encuadrar la especie entre las excepciones a esa regla que prescribe el inciso 2° del mismo artículo.

El mismo criterio debe aplicarse para la segunda instancia (art. 51 cit.).

V.- Por las consideraciones hasta aquí expuestas, propongo:

1) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora y confirmar, en cuanto fuera motivo de agravios por ese litigante, la sentencia de la anterior instancia (arts. 55, 58, 59 y concs., C.P.C.A.).

2) Hacer lugar al recurso de apelación deducido por la Fiscalía de Estado, en cuanto fuera materia de agravio, dejando sin efecto el pronunciamiento sobre costas, tanto en la declaración de invalidez normativa cuanto en la imposición consecuente (arts. 55, 58, 59, C.P.C.A.)

3) Imponer las costas, en ambas instancias, en el orden causado (art. 51 y 77, CPCA; art. 274, CPCC).


Así lo voto.-


A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel adhiere a los fundamentos y solución propuesta por la Dra. Milanta, emitiendo su voto en el mismo sentido.

 A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

 Adhiero al voto de la Dra. Milanta y me expido en idéntico sentido decisorio.

Así lo voto.


De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A


Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se:

    1) Rechaza el recurso de apelación interpuesto por la parte actora y se confirma, en cuanto fuera motivo de agravios por ese litigante, la sentencia de la anterior instancia (arts. 55, 58, 59 y concs., C.P.C.A.).

    2) Hace lugar al recurso de apelación deducido por la Fiscalía de Estado, en cuanto fuera materia de agravio, dejando sin efecto el pronunciamiento sobre costas, tanto en la declaración de invalidez normativa cuanto en la imposición consecuente (arts. 55, 58, 59, C.P.C.A.)

   3) Imponen las costas, en ambas instancias, en el orden causado (art. 51 y 77, CPCA; art. 274, CPCC).

            Difiérese la regulación de honorarios para la oportunidad dispuesta por los arts. 31 y 51, decreto ley 8904/77. 

            Regístrese, notifíquese y devuélvase la causa al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.


Firmado: Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Gustavo Juan De Santis. Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  310 (S).

